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Atendiendo a la solicitud del cuestionario y al contenido del Mandato de la Experta Independiente, UNESCO Etxea – Centro UNESCO del País Vasco, teniendo en cuenta las especificidades de nuestro trabajo en materia de derechos culturales -centrado sobre todo en su clarificación internacional en el seno de Naciones Unidas y no tan centrado en legislaciones locales-, ha realizado el trabajo que presentamos a continuación, y que trata de presentar, de forma descriptiva la base de la legislación española en materia de patrimonio cultural.
El trabajo no contiene un componente valorativo o de análisis de gran profundidad, cuestión que podría realizarse quizá en un futuro, si fuera de interés del Mandato, pero sí que otorga una primera visión general sobre la situación de la legislación en torno al derecho al acceso al patrimonio cultural. Se marcan a lo largo del texto, en color verde, el número de la pregunta del cuestionario a la que se refiere alguno de los pasajes.
Asimismo, consideramos que para llegar a explicar la normativa sobre el patrimonio cultural, es necesario partir del concepto de cultura que se presenta en la Constitución Española y que marcará el desarrollo de la legislación en dicho ámbito.

Asimismo, hacemos una mención a la cuestión de los derechos culturales dentro de la política española de cooperación internacional al desarrollo, ámbito en el que UNESCO Etxea viene trabajando y que es también motivo de análisis en el cuestionario.
Al final incluimos un apartado con algunas reflexiones en torno a ideas a tener en cuenta de cara al futuro, en respuesta a las cuestiones planteadas en el apartado IV. El camino hacia el futuro, del cuestionario de la Experta.

Análisis de la Constitución Española (1978) en torno a patrimonio cultural:
Este texto, lex suprema de la legislación española, cuenta con un copioso vocabulario relativo a asuntos culturales. Ya desde su Preámbulo, “cultura” (o sus adjetivos derivados) aparece en numerosas ocasiones, y cabe destacar que aparece también ya relacionada con los derechos humanos, en tanto en cuanto afirma: “Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones. Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna calidad de vida”.

Según el autor Prieto de Pedro (2006: 50), existe en la Constitución un uso polisémico del término “cultura”, que en algunos casos se emplea vinculado a una noción más concreta, étnica o colectiva, y en otros, alude a una noción más general o amplia del término. Ya desde el Preámbulo, en el texto antes citado, encontramos estas dos acepciones: la noción étnica estaría representada en “sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones”, y la noción general, quedaría concretada cuando afirma “promover el progreso de la cultura”, por ejemplo.
En el art. 44 queda establecido que “los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho”, que se asume como un derecho de prestación.

Principio de Progreso de la cultura

Garantizar las condiciones de existencia libre de la cultura no asegura sin más su disfrute por todos, ni su desarrollo armónico. Además de garantizar el acceso a la cultura, hay que aceptar que también sea un principio del Estado su desarrollo, o como afirma la Constitución española, el “progreso de la cultura” (párrafo 5º del Preámbulo). Este principio exige de los poderes públicos no sólo garantizar la no injerencia pública en el ejercicio de la libertad de creación cultural y en el de desenvolvimiento de la diversidad cultural de la sociedad, sino también adoptar medidas positivas de desarrollo, a fin de hacer accesibles a todas las personas los bienes culturales.

Por tanto los poderes públicos están obligados a:

· tutelar y promover el acceso a la cultura (art. 44)

· garantizar el derecho a la educación (arts. 27.4, 27.5 y 27.8)

· promover la ciencia y la investigación en beneficio del interés general (art. 44.2)

· conservar y promover la conservación y el enriquecimiento del patrimonio cultural (art. 46).

· misiones específicas en lo cultural: facilitar el acceso a la educación de lo presos (art. 25); fomentar la educación sanitaria, física y el deporte (art. 43); promover el bienestar de los ciudadanos de la tercera edad (art. 50), etc.

El compromiso de los poderes públicos se concreta en la consideración de la cultura como un derecho cuya realización entraña una actuación positiva de ellos. El art. 44.1. de la Constitución lo expresa claramente: “Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho”.

La Constitución, al positivar en sus textos la cultura como “derecho”, ha dado un paso decisivo en pro de su consolidación como un  derecho fundamental autónomo, como derecho de prestación, que implica una previa acción positiva del Estado, a fin de que los individuos puedan ejercerlo.

Se considera que la Constitución da un paso decisivo en pro de una visión más global y plena, una visión articulada en torno a los fenómenos fragmentarios que encierra lo cultural (antes se habían legislado de modo separado cuestiones como el patrimonio, la libertad de cátedra o la educación, sin contar con una visión de conjunto en torno a la cultura).

(II. El marco jurídico-político: 2b) patrimonio cultural y derechos humanos; y 4e) el límite al acceso al patrimonio cultural) Según Prieto de Pedro (2006), este principio tiene un contenido negativo general para los poderes públicos en la prohibición de promoción de aquellas prácticas y manifestaciones culturales contrarias a los derechos humanos y a los principios democráticos de convivencia, y en especial, a los de dignidad y tolerancia. Esta cuestión queda respaldada por diferentes sentencias emitidas por el Tribunal Constitucional, que han manifestado que no se puede interpretar dentro de la libertad de expresión el derecho a efectuar manifestaciones, expresiones o campañas de carácter racista o xenófobo.
La función de este principio es de importancia decisiva pues sienta las bases de la intervención de los poderes públicos en la vida cultural, el fomento del espíritu de respeto de los valores de convivencia y de respeto hacia toda expresión cultural. Es decir, el Estado no sólo debe garantizar la libertad de la cultura, de las culturas, sino promover también su progreso facilitando el acceso a ella, y favoreciendo las condiciones para que éste haga más tolerantes a los individuos.

La libertad de la cultura
El libre desenvolvimiento de la cultura reclama un tratamiento específico que tenga en cuenta la singuralidad de los procesos culturales. Además de la creación cultural (casi siempre la única considerada), es preciso agrupar bajo este principio otras libertades que deben ser reconocidas:

1. Las libertades de creación cultural: derechos a la libre creación literaria, artística, científica y técnica; los derechos a la protección del resultado de dicha creación, o derechos de autor (art. 20.1.b. de la Constitución). Cabe destacar la ausencia de la palabra libertad en este artículo. El enunciado del art. se refiere a dos bienes jurídicos: tanto el derecho de creación, como la producción creada en sí.

2. Las libertades de comunicación cultural, que incluye el derecho a la libre transmisión de la cultura creada, y la libertad de enseñanza y cátedra (art. 27.1. y 20.1.c.)

3. Las libertades de emprendimiento e institucionalización cultural: creación, sostenimiento y gestión de organizaciones culturales. Se trata de impedir el monopolio por parte de los poderes públicos.

El contenido de la libertad de creación cultural conlleva la ausencia de toda constricción externa sobre dicha actividad creadora, lo que significa que no hay un arte oficial o de Estado; lo que no implica desinterés del ordenamiento para estos asuntos (ver art. 44).

Pluralidad cultural: su reconocimiento en el texto constitucional
Podemos afirmar que la Constitución española recoge el principio de pluralismo cultural, promovido en varios textos normativos de UNESCO. Varios pasajes de la Constitución nos informan sobre la existencia en España de una realidad plural de lenguas y culturas. Por ejemplo:

· El párrafo 4º del Preámbulo (“La Nación española proclama su voluntad de… proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones”) refleja con claridad esa realidad cultural diversa.
· Ver también el art. 143.1.

· Art. 46 de la Constitución, que habla del “patrimonio histórico, cultural y artístico”, redunda en el sentido étnico y plural, en torno a la cultura material (“Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverían el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España…”).

· Existencia de una pluralidad de lenguas, que se afirma en numerosas ocasiones: Preámbulo, art. 3, art. 148.1.17. El más explícito es el art. 20.3, que afirma “pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España”.

(II. El marco jurídico-político: 3b) políticas para grupos determinados) La Constitución contiene un amplio abanico de garantías de la pluralidad cultural de los grupos:
· El amplio desarrollo de la garantía del pluralismo de las comunidades culturales mayores (llamados en la Constitución “los pueblos de España”), a los que se inserta en un sistema de autonomía territorial (Comunidades Autónomas) dotada de una amplia capacidad de autogobierno para el desenvolvimiento de sus intereses culturales. En este plano, la Constitución también garantiza la protección de la cultura común de todos los españoles. Especialmente enfática es la garantía de diversidad lingüística (sobre la que hablaremos luego), y menos clara es la garantía cultural de las comunidades locales.
· En contraste, la garantía de los demás grupos culturales está formulada de forma genérica, quedando su protección confiada al principio general de no discriminación del art. 14 (por ejemplo, como sucede con la comunidad gitana, o con los inmigrantes).

Cabe destacar aquí el artículo 149.2, en el que, para evitar el desarrollo aislado de las culturas, se advierte de la necesidad de diálogo e intercambio entre las mismas, con el objetivo de generar un sistema armónico y convergente: “El Estado … facilitará la comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas”, tomando nuevamente a la Comunidad Autónoma como el ente representativo de cada grupo cultural de España (o pueblos de España, siguiendo la terminología de la propia Constitución).

El principio de solidaridad y la cooperación entre Comunidades (III. El acceso a la herencia cultural; 6: cooperación a nivel nacional y sub-nacional)
La función del principio de solidaridad sería sancionar un deber jurídico de corresponsabilidad de todas sus unidades integrantes en un conjunto plural y armónico. La Constitución recoge este principio en su art. 2 (aunque este principio de solidaridad se ha desarrollado con posterioridad sobre todo en el ámbito económico, hay autores que afirman que también compete a la esfera cultural). De hecho, la colaboración en el caso de la cultura es, a diferencia de otras materias, una exigencia constitucional expresa y singularmente enfatizada en el art. 149.2, que encomienda al Estado, desde esa concepción democrática e integradora de la cultura común, la tarea de promover la comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas “de acuerdo con ellas””. No obstante, las relaciones de colaboración presentan hasta el momento un balance muy pobre, lo que está favoreciendo un desarrollo desordenado.
Competencias entre Estado y Comunidades Autónomas

La Constitución española prevé un reparto de materias y funciones entre el Estado y las Comunidades Autónomas (17 en total en el Estado español), que no se basa en el principio de la jerarquía sino en el de la competencia.

Destacamos que en este texto constitucional encontramos una fórmula de amplia descentralización cultural. La Constitución adopta un modelo de Estado compuesto, no exactamente regional ni federal, sino un híbrido, conocido como “Estado de las autonomías”.

Competencias Estatales:

El art 149.1 describe las competencias exclusivas del Estado, entre las que destacamos aquí:

· la defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación ilegal y el expolio

· la titularidad de los museos, bibliotecas y archivos de propiedad estatal, sin perjuicio de que las Comunidades Autónomas ejerzan la gestión.

Es de vital importancia también el art. 149.2, que especifica como atribución competencial especial del Estado el “servicio de la cultura”, como un deber y tarea esencial.

Competencias Autonómicas:

Algunas de las competencias exclusivas de las Comunidades Autonómicas (establecidas en sus respectivos Estatutos):

· la artesanía

· la gestión en materia de protección del medio ambiente

· los museos y las bibliotecas de interés para la Comunidad Autónoma

· el fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la Comunidad Autónoma

· la promoción y ordenación del turismo dentro de su ámbito territorial (II. Marco jurídico-políticos: 3c, leyes de turismo e industria del entretenimiento)
En definitiva, atribuye una competencia global de “fomento de la cultura” a las Comunidades Autónomas (art. 148.1.17 de la Constitución española), pero no por ello deja de encomendar al Estado una competencia global sobre el “servicio de la cultura” (art. 149.2), lo que algunos autores interpretan como una decisión consecuente con la idea de la existencia de una cultura común en el seno de la diversidad cultural de España.
El resultado es una situación de competencia paralela o concurrente entre Estado y Comunidades Autónomas, y no tanto un reparto competencial vertical. Este marco se completa con la promulgación de los correspondientes Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas.

No podemos olvidar que también el nivel local (ayuntamientos o municipios) tienen también competencia en materia cultural.
POLÍTICAS CULTURALES – Disposiciones concretas

Normativa relativa a minorías culturales (II. El marco jurídico-político: 3b) políticas para grupos determinados; y III. Acceso a la herencia cultural: 5b)
Según el Real Instituto Elcano (2004), el modelo español está fundado sobre el reconocimiento de su diversidad cultural territorial (vinculada a las Comunidades Autónomas). Entendida en este sentido, la “diversidad cultural territorial” se convierte en noción contradictoria con la de “
ino rías culturales”. Según este mismo documento, el reciente paso de ser un país de emigración a ser un país de inmigración puede explicar que aún no se cuente con una política cultural específica que atienda a la cuestión de las minorías.
Igualdad de género (II. El marco jurídico-político: 3b) políticas para grupos determinados)
Según el Real Instituto Elcano (2004), no existen actualmente políticas en torno a garantizar el acceso de la mujer a la participación en la vida cultural (cuotas, ayudas particulares, discriminación positiva, u otras).

Medios de comunicación y cultura

Los medios de comunicación social del Estado, o medios públicos, tienen mandato de servicio público y entre otros principios, están obligados a respetar “el pluralismo político, religioso, social, cultural y lingüístico”.

Nuevas tecnologías y cultura (III. Acceso a la herencia cultural: 5e, nuevas tecnologías)
Siguiendo al Real Instituto Elcano (2004), la tasa de acceso a Internet en dicho año no alcanzaba aún a la media europea, que se situaba en 42%, frente al  27,4% español. Aunque en estos años el acceso a Internet ha evolucionado en España, sigue sin alcanzar los niveles europeos al respecto.

En este sentido, España tiene ciertos retos, como apoyar en un desarrollo más equilibrado sobre el territorio, especialmente en áreas rurales; y el reforzamiento de la presencia del hecho cultural dentro de las nuevas tecnologías.

PATRIMONIO CULTURAL (II. Marco jurídico-político y III. Acceso a la herencia cultural)
En el artículo 46 de la Constitución se establece la conservación y promoción del patrimonio como uno de los principios rectores de la política social y económica; y, por ello, las distintas instituciones públicas, desde sus respectivos ámbitos competenciales y territoriales, tienen una obligación de acción positiva hacia el patrimonio, más allá incluso de la simple defensa, como se puede observar: Art. 46: “Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquier que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio”. Este texto constitucional supera una visión exclusivamente conservacionista, imprimiendo una dimensión de carácter positivo a la tarea de los poderes públicos, en tanto encomienda también el “enriquecimiento” de dicho patrimonio.
En torno a la cuestión terminológica, según Padrós (2000), se suele hablar de Patrimonio Histórico sin especificar su contenido, pero las leyes protegen por igual el patrimonio histórico, artístico o cultural, por lo que quizá sería más apropiado hablar de Patrimonio Cultural en general.

En el Estado español, los preceptos constitucionales sobre el patrimonio se han desarrollado en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español (PHE), y las diferentes leyes del patrimonio elaboradas por las Comunidades Autónomas.
(II. Reconocimiento del patrimonio cultural; 1ª: definiciones jurídicas) La Ley 16/1985 (LPHE en adelante) establece que: “Integran el Patrimonio Histórico Español los inmuebles y los objetos muebles de interés artístico, histórico, paleontológico, arqueológico, etnográfico, científico o técnico. También forman parte del mismo el patrimonio documental y bibliográfico, los yacimientos o zonas arqueológicas, así como los sitios naturales, jardines y parques que tengan valor artístico, histórico o antropológico”. En torno a esto, Padrós establece que se trata de un concepto amplio. Sin embargo, desde la concepción de patrimonio que manejamos desde UNESCO Etxea, consideramos que falta una clara referencia al patrimonio inmaterial, pese a que luego sí que en alguna ocasión se ha inscrito dentro de esta Ley algún bien patrimonial intangible. (IV. Camino hacia el futuro: 8, temas emergentes).
En el Real Decreto 111/1986 de 10 de enero se da un desarrollo parcial de la PPHE, que realiza una actualización del concepto de patrimonio, y lo vincula claramente con la sociedad: “Su valor (se refiere al patrimonio) lo proporciona la estima que, como elemento de la identidad cultural, merece a la sensibilidad de los ciudadanos”.
Por su parte, casi la totalidad de las Comunidades Autónomas han dictado su propia ley de patrimonio cultural: País Vasco (Ley 7/1990); Andalucía (Ley 1/1991); Cataluña (Ley 9/1993), etc. Este extenso y complejo grupo normativo aparece caracterizado por una concepción cada vez más extensa y “antropológica” del patrimonio cultural, que deja atrás, según el Instituto Elcano, las limitadas visiones arquitectónico-monumentales predominantes en el siglo XIX y en parte del XX. El sistema de protección de la ley descansa en un conjunto de medidas de policía administrativa (prohibiciones, cargas positivas, conservaciones, limitaciones a la exportación, etc.) y de medidas de fomento.

(II. Marco jurídico; 4ª: registro de información) Para el inventariado de los bienes, tanto la ley estatal como las leyes autonómicas contemplan diversos procedimientos de determinación de los bienes culturales, que se suelen basar en dos categorías (en el Estado, por ejemplo, se designan como Bienes de Interés estatales –los que reciben mayor protección-, y bienes inscritos en el Inventario General).

Políticas sobre patrimonio

Se pueden mencionar dos aspectos de las políticas patrimoniales, que han intentado modernizar su gestión, como son: el desarrollo de la difusión del patrimonio, con la puesta en marcha de planes de interpretación del patrimonio (garantía de su utilización social y de apropiación del patrimonio como elemento clave de identidad local) (I. Reconocimiento del patrimonio cultural; 1c y d: participación de personas interesadas – Consideramos que las políticas en materia de patrimonio de los últimos años en España tienden cada vez más a tener en cuenta la necesaria participación de las comunidades locales y las poblaciones vinculadas), y la articulación entre los objetivos de conservación y las finalidades de utilización económica y turística del patrimonio.
Actualmente está en debate la cuestión de la extensibilidad de las políticas patrimoniales para incluir nuevos campos, como el patrimonio industrial o la memoria contemporánea –(I. Reconocimiento del patrimonio cultural; 1ª: definición jurídica del patrimonio; y IV. Camino hacia el futuro: 8, temas emergentes).
PROTECCIÓN DE LAS LENGUAS MINORITARIAS (II. Marco jurídico-político, 4d: protección de las lenguas vernáculas)
La cuestión lingüística se plantea de manera específica en España, debido al reconocimiento constitucional y estatutario de la co-oficialidad de la lengua autonómica y del castellano o español en seis Comunidades Autónomas: Cataluña, País Vasco, Galicia, Islas Baleares, Comunidad Valenciana y Navarra. Este reconocimiento es un elemento fundamental de la diversidad cultural, territorial, española. 

Se basa en el artículo 3 de la Constitución, que consta de tres apartados: el primero declara la oficialidad de la lengua española común; en el segundo, la oficialidad de todas las demás lenguas de España (vinculadas a las Comunidades Autónomas), y el tercero apela a “La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España como patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y protección”. Al hablar de “distintas modalidades lingüísticas”, surge la idea de España como un país con una realidad lingüística plural. Pero en cambio el sustantivo “modalidades” es bastante impreciso. 

Con el término “riqueza”, la Constitución se hace partícipe de una corriente de pensamiento positiva en torno al multilingüismo. Esta expresión también es un corte radical con la anterior situación en torno a legislación lingüística de España (previa a la democracia), en la que se afirmaba que España era una nación monolingüe. Actualmente la legislación responde a la realidad de España que vive desde hace siglos en una situación de multilingüismo efectivo.

La riqueza lingüística se considera en la Constitución como “patrimonio cultural”, comprometiéndose de esta manera, como legado histórico y cultural que es, a mantenerlo vivo, explícitamente.
La ordenación legal del multilingüismo ha dado lugar en España a una profusa legislación fundamentalmente por parte de las Comunidades Autónomas y, excepcionalmente, estatal. El bilingüismo oficial se ha mostrado como un sistema sutil y complejo, donde convergen la libertad de lengua y el proceso de planificación lingüística (adopción de medidas, procesos de “normalización”, etc.). El problema es saber en qué medida (planificación lingüística) estas actuaciones congenian con la libertad de la lengua.
Debemos tener en cuenta que este artículo y su texto ha recibido críticas, en la medida en que retrasa la eficacia de la oficialidad de las demás lenguas (que no sean castellano), a la entrada en vigor de sus respectivos Estatutos en su Comunidad Autónoma. El castellano, en cambio, tendría oficialidad originaria y las sólo derivada del Estatuto de cada Comunidad.

Por otro lado, hay que tener en cuenta que sólo se han declarado co-oficiales algunas lenguas (euskera, gallego, catalán y aranés), además del castellano, que responden a condiciones de raigambre histórica y de número de hablantes. Quedan fuera de esta consideración todo el resto de lenguas, tanto históricas (habladas en territorio español en los últimos siglos), como de reciente incorporación (lenguas de personas inmigrantes).
El ciudadano tiene libertad de elección entre lenguas oficiales a la hora de relacionarse con el poder público. La libertad de la lengua se manifiesta como un derecho de opción lingüística del ciudadano.

Enseñanza y bilingüismo oficial

La enseñanza es un medio fundamental de adquisición y perfeccionamiento de la competencia lingüística y, además, un ámbito privilegiado de ejercicio de los derechos lingüísticos, con un elevado valor simbólico acerca del status jurídico público de las lenguas. A pesar de la importancia de esta cuestión, la Constitución de 1978 no se pronuncia al respecto (sí que lo hacía la Constitución española de 1931, previa al período dictatorial en España).
En este ámbito se han dado diferentes políticas, como la separación lingüística (doble red de enseñanza, con dos lenguas oficiales, en la que una se usa como vehicular, y la otra como enseñada; los alumnos optan por una u otra), o la conjunción lingüística o bilingüismo integral (sin posibilidad de escoger, ya que se emplean simultáneamente como lenguas vehiculares las dos lenguas oficiales).

Cooperación internacional al desarrollo (III. El acceso a la herencia cultural; 6: cooperación internacional)

La Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (en adelante AECID), dependiente del Ministerio de Asuntos Exteriores, viene desarrollando en los últimos años un interesante trabajo en materia de cultura y desarrollo. En 2007 publicó la Estrategia de Cultura y Desarrollo de la Cooperación Española, que marca las bases para conciliar, unir y aprovechar el potencial de las sinergias entre la cultura y la cooperación, utilizando como marco de referencia tanto el Informe del PNUD sobre Desarrollo Humano 2004, centrado en el análisis de la libertad cultural, y otros instrumentos normativos de UNESCO.
Para ello utiliza 7 líneas estratégicas. En este caso, queremos centrarnos nuestro interés en la última, la nº 7, que trata del “Impulso a los procesos de reconocimiento de los Derechos Culturales”. Desde UNESCO Etxea consideramos que se ha dado un paso importante al incluir y visibilizar los derechos culturales en la cooperación internacional al desarrollo, ya que generalmente los Planes Directores de Cooperación de las administraciones españolas (nacionales, autonómicas o municipales) no suelen contar con una buena transversalización de la cultura en sus acciones de cooperación, y aún menos incluyendo el enfoque de derechos en dicho ámbito.

En este sentido, aunque esta Línea de la Estrategia de Cultura y Desarrollo aún no ha conseguido consolidarse entre las organizaciones de la sociedad civil con toda la fuerza que sería preciso, marca ya un camino a seguir.

Dentro de la Línea, se marcan diversos objetivos, entre los que queremos destacar: “Potenciar los estudios en los diferentes aspectos de la legislación cultural, así como en temas relativos al acceso y participación en la vida cultural, (…), patrimonio (…)”. Vemos, por tanto, que desde la cooperación española ya se identifica la necesidad de profundizar más en el conocimiento de los derechos culturales y las legislaciones locales, cuestión vinculada, a nuestro entender, con el Mandato de la Experta Independiente. Cabe destacar también el objetivo de “Reforzar la sensibilidad hacia los Derechos Culturales en la sociedad, a través de los temas relacionados con la libertad y diversidad culturales derivados de la Declaración de los Derechos Humanos (artículo 27) y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 15)”.

Entre sus actuaciones prioritarias, se incluye “contribuir a fortalecer el acceso a la vida cultural y a la participación”, entre otras.

Cabe destacar que otra de las líneas de esta Estrategia de Cultura y Desarrollo (Línea 5), está directamente dedicada a la Gestión sostenible del Patrimonio Cultural para el Desarrollo.
Caminos al futuro (IV. Camino hacia el futuro)
Atendiendo a la solicitud del cuestionario de realizar una valoración sobre  los logros y desafíos de cara al futuro, desde UNESCO Etxea presentamos a continuación un breve punteo de cuestiones que estimamos deberán ser consideradas de cara al futuro en las políticas e implementación del acceso al patrimonio cultural:

1. Definición más amplia: como se anticipaba en el texto, la legislación española en materia de patrimonio cultural, y su implementación en políticas, adolecen aún de una visión muy clásica en torno al patrimonio, muy ligada a lo material, sin una percepción más global que cuente con el patrimonio inmaterial, por ejemplo.

2. Inclusión y atención a la diversidad cultural: se deberá, a nuestro entender, visibilizar más en torno al patrimonio, aquellos elementos introducidos por nuevas comunidades inmigrantes, por ejemplo, o por comunidades  minoritarias con larga tradición en España (como la comunidad gitana, por ejemplo), cuya cultura no se ve tan reflejada en los inventarios, registros y políticas en torno al patrimonio. 

3. Patrimonio como elemento de cohesión: vinculado al punto anterior, consideramos que las políticas patrimoniales aún adolecen de una visión muy centrada en la conservación y deberían tratar de abordar más el patrimonio como elemento para la cohesión social, en especial en contextos donde encontremos diversidad cultural o diferentes sensibilidades culturales, que puedan requerir contar con un concepto más global del patrimonio que el que actualmente se suele considerar en general.

4. Lenguas minoritarias: la legislación española ha considerado co-oficiales algunas lenguas vinculadas a territorios y a la autonomía de ciertas Comunidades. Esto genera, por un lado, que la promoción de estas lenguas sólo se vincule a estas adscripciones administrativas, rompiendo con la lógica dinámica de dichas lenguas, que no necesariamente se ajustan al territorio incluido en dicha Comunidad Autonómica, siendo lenguas no “protegidas” en otras Comunidades. Por otro lado, el hecho de proteger algunas lenguas como cooficiales, genera asimismo una separación con respecto a otras lenguas también existentes en España, tanto de origen histórico, como las conocidas como nuevas lenguas, esto es, aquellas que se hablan a raíz de las últimos inmigraciones internacionales que está conociendo en España, y que, como ejemplo, según un estudio realizado en 2008 por Ikuspegi – Observatorio Vasco de la Inmigración y UNESCO Etxea, en la Comunidad Autónoma del País Vasco, serían ya más de 100 lenguas. Todo esto nos lleva a identificar la necesidad de atender a esta gran diversidad, desde un concepto holístico y global de la diversidad cultural y lingüística.

6. Fortalecimiento del enfoque de derechos y de los derechos culturales en la cooperación al desarrollo: consideramos que en los próximos años se debe profundizar en la socialización e implementación entre las organizaciones de la sociedad civil del enfoque de derechos con atención a la cultura que, como antes mencionábamos, está ya integrado en parte en la Estrategia de Cultura y Desarrollo de la AECID, pero que sigue aún no siendo sistemáticamente incorporado ni en los estudios sobre cooperación al desarrollo, ni en la acción de las organizaciones en terreno. Consideramos, por tanto, que los derechos culturales deben ir siendo transversalizados en las acciones en materia de desarrollo.
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